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CIRCULAR Nº 1101/05
Dolores,  15  de junio de 2.005.-

REF: “LEYES DEL PERDON: INCONSTITUCIONALIDAD de las leyes 23492
-de Punto Final- y 23521 -de Obediencia Debida-. VALIDEZ de la Ley 25779.
Potestad de dictar amnistías generales. Limitación impuesta por el Derecho

Internacional. Aplicación de la jurisprudencia sentada por la Corte Interamericana
en el caso "Barrios Altos"

S. 1767. XXXVIII. "Simón, Julio Héctor y otros s/ privación ilegítima de la
libertad, etc. —causa N° 17.768—" – CSJN – 14/06/2005 ”.-

La progresiva evolución del derecho internacional de los derechos humanos —con el rango establecido por el art. 75, inc.
22 de la Constitución Nacional— ya no autoriza al Estado a tomar decisiones sobre la base de ponderaciones de esas
características,  cuya consecuencia sea la renuncia a la persecución penal de delitos de lesa humanidad, en pos de una
convivencia social pacífica apoyada en el olvido de hechos de esa naturaleza."
"En efecto,  a partir  de la modificación de la Constitución Nacional en 1994, el Estado argentino ha asumido frente al
derecho  internacional  y  en  especial,  frente  al  orden  jurídico  interamericano,  una  serie  de  deberes,  de  jerarquía
constitucional, que se han ido consolidando y precisando en cuanto a sus alcances y contenido en una evolución claramente
limitativa de las potestades del derecho interno de condonar u omitir la persecución de hechos como los del sub lite."
"Si bien es cierto que el art. 75, inc. 20 de la Constitución Nacional mantiene la potestad del Poder Legislativo para dictar
amnistías generales, tal facultad ha sufrido importantes limitaciones en cuanto a sus alcances. En principio, las leyes de
amnistía han sido utilizadas históricamente como instrumentos de pacificación social, con la finalidad declarada de resolver
los conflictos remanentes de luchas civiles armadas luego de su finalización. En una dirección análoga, las leyes 23.492 y
23.521 intentaron dejar atrás los enfrentamientos entre "civiles y militares". Sin embargo, en la medida en que, como toda
amnistía, se orientan al "olvido" de graves violaciones a los derechos humanos, ellas se oponen a las disposiciones de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y resultan, por
lo tanto, constitucionalmente intolerables (arg. art. 75, inc. 22, Constitución Nacional)."
"Tal como ha sido reconocido por esta Corte en diferentes oportunidades, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de
Derechos  Humanos,  así  como las  directivas  de  la  Comisión  Interamericana,  constituyen  una  imprescindible  pauta  de
interpretación  de los  deberes  y obligaciones  derivados  de  la  Convención Americana  sobre  Derechos  Humanos (conf.
Fallos: 326:2805, voto del juez Petracchi, y sus citas)."
"En el caso particular del Estado argentino, las leyes de punto final, obediencia debida y los subsiguientes indultos fueron
examinados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el informe 28/92 ("Consuelo Herrera v. Argentina",
casos 10.147, 10.181, 10.240, 10.262,10.309 y 10.311, informe N° 28, del 2 de octubre de 1992). En esa oportunidad, la
Comisión sostuvo que el hecho de que los juicios criminales por violaciones de los derechos humanos —desapariciones,
ejecuciones  sumarias,  torturas,  secuestros— cometidos por miembros de las  Fuerzas  Armadas hayan sido cancelados,
impedidos o dificultados por las leyes 23.492 (de punto final), 23.521 (de obediencia debida) y por el decreto 1002/89,
resulta violatorio de los derechos garantizados por la Convención, y entendió que tales disposiciones son incompatibles con
el art. 18 (Derecho de Justicia) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y los arts. 1, 8 y 25 de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo, recomendó al gobierno argentino "la adopción de medidas
necesarias para esclarecer los hechos e individualizar a los responsables de las violaciones de derechos humanos ocurridas
durante la pasada dictadura militar"."
"Ya a partir de ese momento había quedado establecido que para la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la
circunstancia  de  que  los  actos  en  cuestión  hubieran  sido  dictados  por  órganos  democráticos  fundados  en  la  urgente
necesidad  de  reconciliación  nacional  y  de  la  consolidación  del  régimen  democrático  (tal  había  sido la  alegación  del
gobierno argentino) era prácticamente irrelevante a los fines de la determinación de la lesión de los derechos a que se
refieren los arts. 8.1 y 25.1 de la CADH."
"Tales dudas con respecto al alcance concreto del deber del Estado argentino con relación a las leyes de punto final y
obediencia debida han quedado esclarecidas a partir de la decisión de la Corte Interamericana en el caso "Barrios Altos"
(CIDH, caso "Chumbipuma Aguirre vs. Perú", sentencia del 14 de marzo de 2001, Serie C N° 75). En efecto, en dicha
sentencia, la Corte Interamericana hizo lugar a una demanda contra el Perú, a raíz de un episodio ocurrido en Lima, en el
vecindario de "Barrios Altos", el 3 de noviembre de 1991. Según se desprende del relato de los hechos, esa noche, durante
una fiesta para recaudar fondos, llegaron dos vehículos con sirenas policiales. Sus ocupantes llevaban pasamontañas y
obligaron a los asistentes a arrojarse al suelo, y una vez allí, les dispararon con ametralladoras y mataron a quince personas.
Los autores del hecho fueron identificados como miembros de inteligencia militar del ejército peruano, que actuaban en un
"escuadrón de eliminación" con su propio programa antisubversivo y que habría obrado en represalia contra supuestos
integrantes de la agrupación "Sendero Luminoso". Aunque el hecho ocurrió en 1991, sólo en 1995 una fiscal intentó sin
éxito hacer comparecer a los militares imputados a fin de que prestaran declaración. Poco después, una jueza asumió la
investigación y ordenó la citación. Sin embargo, la justicia militar dispuso que los militares no declararan. De este modo, se
planteó un conflicto de competencia ante la Corte peruana, y antes de que ésta resolviera, el Congreso sancionó una ley de
amnistía (26.479) que exoneraba de responsabilidad a los militares, policías y civiles que hubieran cometido violaciones a
los derechos humanos o participado en esas violaciones entre 1980 y 1995. La jueza declaró la inconstitucionalidad de la
amnistía  por  violar  garantías  y  obligaciones  internacionales  derivadas  de  la  Convención  Americana  sobre  Derechos
Humanos. Al tiempo, el Congreso dictó una nueva ley (26.492), en la que declaró que la amnistía no era revisable en sede
judicial y que era de aplicación obligatoria. Además, amplió el alcance de la ley anterior, con lo cual quedaron también
abarcados aquellos hechos que no hubieran sido denunciados. El tribunal de apelación que revisaba la decisión de la jueza
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declaró la constitucionalidad de las leyes en cuestión, y ello determinó el archivo definitivo de la investigación."
"La Corte Interamericana consideró responsable internacionalmente a Perú, no sólo por la violación del derecho a la vida y
a la integridad personal derivada de la masacre, sino también por el dictado de las dos leyes de amnistía, que constituyó la
violación de las garantías judiciales, del derecho a la protección judicial, de la obligación de respetar los derechos y de
adoptar disposiciones de derecho interno. Con relación a este último aspecto, señaló expresamente que "son inadmisibles
las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos, tales
como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por
contravenir derechos inderogables reconocidos por el derecho internacional de los derechos humanos"1. Señaló asimismo:
"La Corte estima necesario enfatizar que, a la luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1. y 2 de la
Convención Americana, los Estados Partes tienen el deber de tomar las providencias de toda índole para que nadie sea
sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz (...). Es por ello que los Estados
Partes en la Convención que adopten leyes que tengan este efecto, como lo son las leyes de autoamnistía, incurren en una
violación de los artículos 8 y 25 en concordancia  con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. Las leyes de amnistía
conducen  a  la  indefensión  de  las  víctimas  y  a  la  perpetuación  de  la  impunidad,  por  lo  que  son  manifiestamente
incompatibles  con  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Convención  Americana"2.  Consiguientemente,  ante  la  manifiesta
incompatibilidad entre las leyes de autoamnistía y la Convención Americana sobre Derechos Humanos "las mencionadas
leyes carecen de efectos jurídicos y no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos que
constituyen este caso ni para la identificación y el castigo de los responsables"."
"La traslación de las conclusiones de la Corte Interamericana en "Barrios Altos" al caso argentino resulta imperativa, si es
que  las  decisiones  del  Tribunal  internacional  mencionado  han  de  ser  interpretadas  de  buena  fe  como  pautas
jurisprudenciales.  Por  cierto,  sería  posible  encontrar  diversos  argumentos  para  distinguir  uno  y  otro  caso,  pero  tales
distinciones serían puramente anecdóticas. Así, por ejemplo, la situación que generó las leyes peruanas y su texto no son,
por cierto,  "exactamente"  iguales a las de punto final  y obediencia debida. Sin embargo,  a los fines de determinar la
compatibilidad de dichas leyes  con el  derecho internacional  de los derechos  humanos,  no es esto lo que importa.  Lo
decisivo aquí es, en cambio, que las leyes de punto final y de obediencia debida presentan los mismos vicios que llevaron a
la Corte Interamericana a rechazar las leyes peruanas de "autoamnistía". Pues, en idéntica medida, ambas constituyen leyes
ad hoc, cuya finalidad es la de evitar la persecución de lesiones graves a los derechos humanos."
"A esta altura,  y tal  como lo señala el  dictamen del  señor Procurador General,  la circunstancia de que leyes de estas
características puedan ser calificadas como "amnistías" ha perdido toda relevancia en cuanto a su legitimidad. Pues, en la
medida en que dichas normas obstaculizan el esclarecimiento y la efectiva sanción de actos contrarios a los derechos
reconocidos en los tratados mencionados, impiden el cumplimiento del deber de garantía a que se ha comprometido el
Estado argentino, y resultan inadmisibles."
"En este sentido,  el  caso "Barrios  Altos"  estableció  severos  límites  a  la facultad del  Congreso para  amnistiar,  que le
impiden incluir hechos como los alcanzados por las leyes de punto final y obediencia debida. Del mismo modo, toda
regulación de derecho interno que, invocando razones de "pacificación" disponga el otorgamiento de cualquier forma de
amnistía que deje impunes violaciones graves a los derechos humanos perpetradas por el régimen al que la disposición
beneficia, es contraria a claras y obligatorias disposiciones de derecho internacional, y debe ser efectivamente suprimida."
"A partir de lo decidido en el caso citado con relación a los efectos de las llamadas "leyes de autoamnistía", se advierte que
no sería suficiente con la supresión "simbólica" de las leyes de esta naturaleza. Así, la Corte Interamericana no se limitó a
declarar la incompatibilidad de las leyes con la Convención, sino que resolvió que las leyes peruanas carecían de efectos y
le impuso al estado peruano la obligación de hacer a un lado la cosa juzgada. Visto el caso argentino desde esta perspectiva,
se concluye que la mera derogación de las leyes en cuestión, si ella no viene acompañada de la imposibilidad de invocar la
ultractividad de la ley penal más benigna, no alcanzaría a satisfacer el estándar fijado por la Corte Interamericana."
"La sentencia en el caso "Barrios Altos" no constituye un precedente aislado, sino que señala una línea jurisprudencial
constante. Así, en la sentencia del 3 de septiembre de 2001, al interpretar el alcance de dicho caso, la Corte Interamericana
ratificó su decisión anterior y señaló que lo allí resuelto se aplicaba con efecto general a todos los demás casos en que se
hubieran aplicado las leyes de amnistía examinadas en aquella oportunidad, y volvió a insistir en que "la promulgación de
una ley manifiestamente contraria a las obligaciones asumidas por el Estado parte en la Convención constituye per se una
violación de ésta y genera responsabilidad internacional del Estado"."
"La  inadmisibilidad  de  las  disposiciones  de  amnistía  y  prescripción,  así  como el  establecimiento  de  excluyentes  de
responsabilidad que tiendan a impedir la investigación y sanción de los responsables de violaciones graves de los derechos
humanos fue reiterada con posterioridad y configura un aspecto central de la jurisprudencia de la Corte Interamericana,
cuyos alcances para casos como el presente no pueden ser soslayados. Por lo demás, su concreta relevancia en el derecho
interno frente a supuestos similares ya ha sido reconocida por este Tribunal en Fallos: 326:2805 ("Videla, Jorge Rafael"),
voto del juez Petracchi; 326:4797 ("Astiz, Alfredo Ignacio"), voto de los jueces Petracchi y Zaffaroni) y, en especial, en la
causa A.533.XXXVIII. "Arancibia Clavel, Enrique Lautaro s/ homicidio calificado y asociación ilícita y otros —causa n°
259—", resuelta el 24 de agosto de 2004, voto del juez Petracchi,  en el que se admitió la aplicación retroactiva de la
imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, ingresada a nuestro ordenamiento jurídico ex post facto."
"Desde ese punto de vista, a fin de dar cumplimiento a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, la
supresión de las leyes de punto final y de obediencia debida resulta impostergable y ha de producirse de tal forma que no
pueda derivarse de ellas obstáculo normativo alguno para la persecución de hechos como los que constituyen el objeto de la
presente causa. Esto significa que quienes resultaron beneficiarios de tales leyes no pueden invocar ni la prohibición de
retroactividad de la ley penal más grave ni la cosa juzgada. Pues, de acuerdo con lo establecido por la Corte Interamericana
en los casos citados, tales principios no pueden convertirse en el impedimento para la anulación de las leyes mencionadas
ni para la prosecución de las causas que fenecieron en razón de ellas, ni la de toda otra que hubiera debido iniciarse y no lo
haya sido nunca. En otras palabras, la sujeción del Estado argentino a la jurisdicción interamericana impide que el principio
de "irretroactividad" de la ley penal sea invocado para incumplir los deberes  asumidos en materia  de persecución de
violaciones graves a los derechos humanos."
"Análogas consideraciones son las que han llevado al Congreso Nacional a dictar la ley 25.779, por medio de la cual el
Poder Legislativo declara insanablemente nulas las leyes en cuestión."
"Sin perjuicio de lo indicado precedentemente, considerada la ley 25.779 desde una perspectiva estrictamente formalista,
podría ser tachada de inconstitucional, en la medida en que, al declarar la nulidad insanable de una ley, viola la división de
poderes, al usurpar las facultades del Poder Judicial, que es el único órgano constitucionalmente facultado para declarar
nulas las leyes o cualquier acto normativo con eficacia jurídica.-

Sin embargo, corresponde atender a la propia naturaleza de lo que la ley dispone, así como a la circunstancia de que ella,
necesariamente,  habrá  de  ser  aplicada  —o, en su caso,  rechazada— por los  propios  jueces  ante  quienes  tramitan  las
investigaciones  de  los  hechos  en  particular.  Desde  este  punto  de  vista,  se  advierte  que  la  supuesta  "usurpación  de
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funciones" tiene un alcance muy corto, ya que, en todo caso, se reduce a adelantar cuál es la solución que el Congreso
considera que corresponde dar al caso, pero en modo alguno priva a los jueces de la decisión final sobre el punto."
"Por otro lado, de acuerdo con lo que ya se ha dicho, queda claro que el contenido mismo de lo declarado por la ley 25.779
coincide con lo que los jueces deben declarar con relación a las leyes referidas. Diferente sería la cuestión, si la nulidad
declarada por la ley fuera contraria  a derecho.  Pero, en la medida en que las leyes deben ser efectivamente anuladas,
declarar la inconstitucionalidad de dicha norma para luego resolver en el caso tal como ella lo establece constituiría un
formalismo vacío. Por lo demás, de ese modo se perdería de vista que el sentido de la ley no es otro que el de formular una
declaración del Congreso sobre el tema y que, de hecho, la "ley" sólo es apta para producir un efecto político simbólico. Su
efecto vinculante para los jueces  sólo deriva,  en rigor,  de que la doctrina que ella consagra es la correcta:  la nulidad
insanable de las leyes 23.492 y 23.521."
"Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procurador General de la Nación, se resuelve:

1.- Hacer lugar parcialmente a la queja y al recurso extraordinario según el alcance indicado en los considerandos; declarar
la inconstitucionalidad de las leyes 23.492 y 23.521, y confirmar las resoluciones apeladas.-
2.- Declarar la validez de la ley 25.779.-
3.- Declarar,  a todo evento, de ningún efecto las leyes 23.492 y 23.521 y cualquier  acto fundado en ellas que pueda
oponerse  al  avance  de  los  procesos  que  se  instruyan,  o  al  juzgamiento  y  eventual  condena  de  los  responsables,  u
obstaculizar  en  forma  alguna las  investigaciones  llevadas  a  cabo  por  los  canales  procedentes  y en  el  ámbito de  sus
respectivas competencias, por crímenes de lesa humanidad cometidos en el territorio de la Nación Argentina..

Se adjunta fallo completo en documento Word ( Fallo PUNTO FINAL ) 

Dr. Alberto O. Belén.-                                                                                                      Dr. Adrián Rubén Lamacchia.-
      Secretario General.-                                                                                                                      Presidente.-
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